Carátula 


SEÑOR SECRETARIO.- Corresponde que la Comisión designe Presidente ad hoc. 
SEÑOR MICHELINI.- Propongo al señor Senador Rubio. 
SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 6. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Rubio) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 16 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El señor Senador Penadés presenta, con exposición de motivos, un proyecto de ley por el 
que se establecen exoneraciones a las empresas contribuyentes del Impuesto a las Rentas de 
Industria y Comercio (IRIC), Impuesto al Patrimonio e Impuesto a la Renta Agropecuaria (IRA) cuando 
efectúen donaciones a determinadas fundaciones o asociaciones civiles.” 


(Entran a Sala los representantes del Banco Central del Uruguay) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los representantes del Banco Central, quienes 
concurren para darnos su opinión sobre dos proyectos de ley: el de creación del Registro Único de 
Créditos Financieros -sobre el que ya hemos escuchado al Ministerio de Economía y Finanzas- y, 
fundamentalmente, el referido a Promoción y Defensa de la Competencia. En relación con el primer 
tema, en realidad, gran parte de nuestra bancada y del propio Ministerio ha llegado a la conclusión de 
que en el proyecto de ley de usura se incorporan muchas de sus disposiciones -los proyectos vienen 
por distintas vías- y, por lo tanto, no habría demasiada urgencia en su tratamiento si bien, 
naturalmente, escuchar la opinión de los representantes del Banco Central es de todos modos 
importante. En cambio, respecto del proyecto de Promoción y Defensa de la Competencia, 
entendemos que corresponde que la Comisión lo considere en mayor profundidad. 


Les damos la palabra entonces para comenzar el tratamiento del tema. 


SEÑOR BARRAN.- Antes que nada quería agradecer la invitación que nos han hecho para participar 
brindando algunas reflexiones para el análisis de estos dos proyectos de ley. 


En primer lugar, me permito hacer un par de comentarios sobre la primera de las iniciativas 
mencionadas respecto de la que, básicamente, se señaló que contenía muchos aspectos que fueron 
recogidos en el proyecto de ley de usura, de cuyo estudio cabe destacar que el Banco Central ha 
participado, concurriendo a varias de las reuniones en las que se trató. Más allá de las reflexiones que 
puedan hacerse desde el punto de vista legal, creo que debe tenerse presente que cuando uno analiza 
ese proyecto, en primer lugar se trata de identificar sus objetivos y, en segundo término, de considerar 
si constituía el elemento más eficiente para lograrlos. La verdad es que se nos generaron muchas 
dudas en el sentido de si el proyecto, tal como está pensado, logra los resultados buscados de la 
manera más eficiente. A pesar de que varios de sus elementos están contemplados en el otro proyecto 
de ley que se mencionaba, que es el de usura, quiero hacer una reflexión respecto del control ex ante 
versus el control ex post. El proyecto de ley estaba muy fundado en un control ex ante de lo que 


pudieran ser todas las operaciones, pero el número de operaciones que podían estar registrándose 
podía ser realmente muy impresionante. Ese número tan impresionante conlleva una necesidad de 
recursos que también tendrá que ser muy grande, asociada a la capacidad de estar haciendo el 
relevamiento ex ante. Adicionalmente, existen costos potenciales relacionados con ese proyecto, que 
también podrían ser muy importantes si se determinan ex ante. 


Entonces, sin perjuicio de que hay muchos elementos que están contemplados en el otro 
proyecto de ley, mi impresión personal es que uno podría lograr similares objetivos con un control ex 
post -esto es, después de producido- o con servicios provistos, por ejemplo, por una unidad específica 
que pudiera hacer el control ex ante. Uno también podría pensar en una unidad ex post que atendiera 
de manera gratuita a cualquier persona que quisiera verificar si las condiciones establecidas en un 
contrato configuran o no el delito de usura. De esa manera, en el peor de los casos, uno iba a atender 
la misma cantidad de personas que en el control ex ante, si todos y cada uno de quienes habían 
firmado un contrato iban a solicitar una opinión. La impresión que uno tiene es la de que la cantidad de 
gente iba a ser significativamente menor y que eso podía ser atendido por el Ministerio de Economía y 
Finanzas mediante el Área de Defensa del Consumidor. 


Asimismo, había otros elementos que estaban asociados a verificar la condición de estar al 
día con los impuestos como un requisito previo al registro. Uno podía pensar que ese es un elemento 
previo al inicio de cualquier utilización del sistema judicial a los efectos de resarcirse del no pago. Ello 
implica que esto se dé únicamente en esas situaciones en las que se estuviera intentando utilizar el 
sistema judicial a los efectos de la recuperación. 


Por otra parte, el tema del costo tampoco es menor. 
Simplemente quería hacer estos comentarios de índole general. 


SEÑOR MICHELINI.- Es indudable que vamos a esperar el trámite parlamentario del proyecto de ley 
de usura, no sólo en la Cámara de Senadores, sino también en la Cámara de Representantes, para 
después ver cómo quedó el panorama, porque podemos encontrarnos con que estamos haciendo un 
gran mamarracho en materia legislativa si aprobamos determinadas normas y diez días después 
aprobamos otro proyecto de ley que las esté derogando. 


Sin perjuicio de ello, quiero puntualizar un aspecto del proyecto de ley que en su oportunidad 
fuera destacado por la Liga de Defensa Comercial. Quizás no fue pensado de entrada y quizás, 
también, haya que analizar si no está en algún otro proyecto de ley que se hubiera aprobado este año, 
pero todo esto va a quedar a estudio para después de que se apruebe el proyecto de ley de usura. Me 
refiero al tema de aquel que en una relación comercial presta a muchos meses, incluso con cheques y 
muchas veces no dispone de información sobre el grado de endeudamiento del deudor. Cuando digo 
“presta”, estoy aludiendo a una relación comercial, por ejemplo, cuando vende una mercadería que se 
paga a muchos meses. En definitiva, se trata de un préstamo, porque yo hice una inversión, pagué los 
empleados y los impuestos y estoy suponiendo que quien me compró y emitió los documentos para el 
pago, tiene capacidad de pago; sin embargo, no pude tener información -en realidad, no tengo acceso 
a ella- sobre el nivel de endeudamiento que esa empresa tiene. Muchas veces los Bancos utilizan la 
Central de Riesgo que hace consultas al Banco Central; no es que sepan exactamente el nivel de 
endeudamiento, pero existe esa posibilidad de consulta. Entonces, en el caso de una misma empresa, 
cuando un Banco va a prestarle, puede saber el nivel de riesgo, pero yo, comerciante, de pronto le 
estoy dando un crédito que en plazo y en volumen de dinero es superior, pero no tengo la posibilidad 
de saber el grado de endeudamiento que tiene. 


Lo que quiero decir es que si bien tenemos que esperar que se apruebe el proyecto de ley de 
usura, el Banco Central después nos podría dar una mano para ver cómo podemos abordar ese 
aspecto -que no es menor- en caso de que se pueda. Esto también haría a la transparencia del 
mercado. 


SEÑOR BARRÁN.- En las versiones taquigráficas que nos enviaron sobre las discusiones previas en 
torno al proyecto de ley del registro único, vimos que se había mencionado este tema. 


La Ley N* 17.948 dio la potestad al Banco Central para hacer pública la información de Central 
de Riesgos. Hemos estado trabajando en ese proyecto y hemos hecho pública esa información, en el 
sentido de que los agentes pueden acceder a esa información... 


SEÑOR MICHELINI.- ¿También los comerciales? 
SEÑOR BARRAN - Sí, señor Senador. 


Sin perjuicio de ello, estamos trabajando a los efectos de conseguir un mecanismo que sea 
más eficiente que el que tenemos ahora. En términos generales, se trataría de un mecanismo que, 
necesariamente, requiere la consulta del conjunto de agentes interesados, es decir, las Cámaras 
empresariales, los Bancos -como proveedores de información de la Central de Riesgos- y los 
consumidores -como agentes que potencialmente están dentro de dicha Central- para que sea utilizado 
con el espíritu que básicamente se estaba persiguiendo. Es un tema en el que quisiéramos ir a una 
velocidad mayor de la que estamos yendo, pero lo tenemos bien presente y, para nosotros, es muy 
importante. 


SEÑOR BAGNOL!.- Quisiera hacer una precisión jurídica para que la tengan presente al momento de 
analizar este tema. 


Sobre el aspecto que recién comentaba el señor Senador Michelini, cuando estuvimos en 
una sesión de la Comisión de Constitución y Legislación -no sé si lo recordará- con motivo del 
tratamiento de una ley que restringía la información, como representantes del Banco Central decíamos 
que ello iba en sentido opuesto a la Ley N* 17.948 y, por tanto, había que tener mucho celo para que 
no quedaran normas en aparente contradicción o que pudieran considerarse derogadas tácitamente, 
porque eso nos iba a generar conflictos para poder aplicarlas. 


Sobre el proyecto de ley de registración -desconozco si habrá incorporaciones en tal sentido 
al proyecto de ley de usura- me preocupan dos o tres aspectos jurídicos. Por ejemplo, de alguna 
manera el espíritu de esta iniciativa -que es muy loable- afectaría el funcionamiento del mercado, lo 
que se logró después de muchos años cuando se sancionó la Ley N* 14.701, de Títulos Valores. En el 
artículo 2” de esta ley se establece que se registra el contrato, el convenio o cualquier otro documento, 
pero “cualquier otro documento” podría ser un vale y allí, sin ninguna duda, se puede documentar un 
préstamo; de hecho se documentan préstamos en los vales. Entonces, de acuerdo con la Ley N* 
14.701, los vales son documentos literales y autónomos que tienen determinadas enunciaciones 
prohibidas como, por ejemplo, la causa del documento. Por lo tanto, después será muy difícil, para el 
Juez o un para un futuro endosante, identificar el documento. Hay que tener en cuenta que los vales 
circulan por endoso, lo que da fluidez al mercado, pero hace muy difícil determinar si tienen origen en 
una operación comercial. Cabe aclarar que es algo que se puede hacer, aunque complica el 
funcionamiento. Pensemos, por ejemplo, en un cuarto endosante que se pregunte si el vale proviene 
de una operación comercial o de un préstamo, porque si fuera esto último y lo quisiera ejecutar 
después, tendría que estar registrado; de no estarlo, ese cuarto endosante tendría que ir hacia atrás, 
hasta el librador, a fin de probar de alguna manera que no se trataba de una operación comercial. Me 
da la impresión de que esto generaría una gran dificultad y afectaría, justamente, los principios que 
motivaron en su momento al Poder Legislativo a sancionar la Ley N* 14.701. 


Inclusive, en el numeral 2? de ese artículo se habla de cesiones y modificaciones que 
también tendrían que ser reinscriptas y no olvidemos que un endoso es una cesión; de esta manera, 
cada endoso de ese vale debería ser inscripto. Lo mismo sucede con las modificaciones y, por ejemplo, 
una amortización parcial es, precisamente, una modificación; al día de hoy se deja constancia de ello 
en la parte de atrás del documento, pero también habría que inscribirla. 


Voy a saltear otros asuntos que no están dentro del tema, ya que me preocupa un aspecto 
de retroactividad que se fijaba en esa norma. El artículo 11 fija una retroactividad para los créditos 
otorgados con anterioridad a la fecha de promulgación de la ley y también imponía la registración. Creo 
que en este proyecto de ley no se tuvo en cuenta el artículo 88 de la Ley de Registros, que determina 
que para ser registrados, los documentos -eso también se puede cambiar, pero hoy está vigente y acá 
no se modifica- necesitan la certificación notarial. De modo que un documento que fue emitido con 
anterioridad a la promulgación de la ley, hoy no puede ser certificado por un escribano. Este tema 


también lo resuelve la ley de registro por la vía de un acto declarativo, haciendo una declaración ante el 
escribano de que el documento se emitió en aquel momento. Pero supongamos que ese documento o 
vale emitido con anterioridad a la promulgación de la ley hoy ya esté en procedimiento judicial o incluso 
se haya subastado; tenemos que tomar en cuenta que el artículo 6* preveía que no se libraba la orden 
del pago. En ese caso, no creo que un deudor al que le subastaron un bien esté afín a hacer con su 
acreedor un acto de declaración ante un escribano señalando que ese documento se suscribió tres 
años antes -por ejemplo- con lo cual el documento no se podría inscribir y, por lo tanto, el acreedor no 
podría cobrar la orden de pago. Quiere decir que esto genera una cierta complejidad que habría que 
tener presente al momento de dictar la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Somos conscientes de que hay innumerables dificultades sobre este tema, ha 
habido argumentos devastadores en relación con los controles y demás y por eso la bancada de 
Gobierno ha resuelto dejar este asunto en suspenso y avanzar en la ley de usura. 


SEÑOR ABREU.- El doctor Bagnoli abordó algunos aspectos puntuales que hacen también a la 
casuística y a la realidad del manejo de estos temas. A modo de reflexión y de aporte, quiero decir 
respecto a todos los objetivos que se plantean en el Registro, que deben ser compatibilizados con la 
ley de usura y con otras normas, porque parecería que hay una superposición muy fuerte de las 
disposiciones que aquí están proyectadas. En este sentido, hay una enunciación que no quiero dejar 
pasar y que deseo que conste como preocupación. En el artículo 1% del proyecto de ley se dice que 
dicho Registro estará a cargo de la unidad ejecutora Dirección General de Registros del Ministerio de 
Educación y Cultura y que buscará, entre otros objetivos, la cuantificación, caracterización y regulación 
del mercado parafinanciero. Parecería que ya se le están otorgando al Registro determinadas 
competencias que van más allá de un registro de créditos, en virtud de que se le otorgan competencias 
de regulación del mercado financiero que exceden lo que serían las competencias naturales y 
originarias en cuanto a lo que era la filosofía del proyecto, más allá de la suerte o el destino que pueda 
tener en el futuro. 


Quería hacer esta contribución para señalar las dificultades que tienen los proyectos no sólo 
en su contenido, sino también en cuanto a la compatibilización con otras normas como la ley de usura, 
que tiene determinadas especificidades que incluso son difíciles de captar, de aprehender, en el ámbito 
de la actividad legislativa. Simplemente quería hacer esta reflexión para que quede constancia en la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR BAGNOLI.- En el mismo sentido que el señor Senador Abreu, quiero decir que no sólo se le 
dan esas funciones al Registro, que no son las típicas de registración, sino que además por el artículo 
13 se le da también una función relacionada con el registro de sanciones, que tampoco es una tarea 
típica. En este aspecto, esa disposición establece que en caso de que hubiera violación a las normas 
referidas, el órgano de control dejará la correspondiente anotación en el Registro, por lo cual, repito, 
también se convierte en un registro de sanciones, lo que también va más allá de la función típicamente 
de registración. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


